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AMPARO EN REVISIÓN
R.A. 500/2025.

QUEJOSOS Y RECURRENTES 
ADHESIVOS:
**** ****** ******* ***** Y 
****** ********* ********* EN 
REPRESENTACIÓN DE SU HIJA 
******

RECURRENTES:
DOCTOR  ***** ****** **** Y 
OTROS, TODOS DE LA UNIDAD 
MÉDICA DE ALTA ESPECIALIDAD 
HOSPITAL DE PEDIATRÍA DEL 
CENTRO MÉDICO NACIONAL DE 
OCCIDENTE, GUADALAJARA, 
JALISCO, DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL.

MAGISTRADO PONENTE:
LUIS ANTONIO BELTRÁN PINEDA

SECRETARIA:
ZULMA MARLENE LARA CEBALLOS

Ciudad de México. Acuerdo del Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, correspondiente a la sesión 

ordinaria virtual de cinco de marzo de dos mil veintiséis.

V I S T O S; Y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de demanda. Mediante escrito 

presentado el dieciséis de marzo de dos mil veintiuno en el buzón 

judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, **** ****** 
******* ***** y ****** ********* ********** en representación de su 

hija menor de edad ******, demandaron el amparo y protección de la 

Justicia de la Unión, contra las autoridades y por los actos que a 
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R.A. 500/20252

continuación se indican: 

“AUTORIDADES RESPONSABLES:

A) Congreso de la Unión:
A.1. Cámara de Diputados; y
A.2. Cámara de Senadores 
B) C. Presidente de la República;
C) C. Secretario de Salud;
D) C. Director del Instituto Mexicano del Seguro Social;
E) C. Director de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, delegación Baja California Norte; y,
F) C. Director del Instituto de Salud para el Bienestar.
E) (sic) C. Director del Hospital Regional número 20 en Tijuana, 
dependiente del Instituto Mexicano del Seguro Social.

ACTOS RECLAMADOS: 

1. Del Congreso de la Unión reclamamos la expedición de la 
Ley General de Salud publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 7 de febrero de 1984, respecto a los artículos 77 
Bis 1, 77 BIS 7, 77 BIS 35 y 77 BIS 39, con todas sus 
consecuencias y efectos.
1.2. También reclamamos del Congreso de la Unión los actos 
de omisión legislativa de la obligación que tienen conforme al 
artículo Noveno Transitorio de la reforma constitucional de 
2011, de derogar todas aquellas disposiciones que 
contravengan los derechos humanos previstos en los artículos 
1°, 4° y 123 Constitucionales, así como los derechos humanos 
previstos en la Convención sobre os Derechos del Niño, toda 
vez que dentro de la Ley General de Salud se prevén los 
artículo 77 BIS 1, 77 BIS 7, 77 BIS 35 y 77 BIS 39, que 
discriminan y condicionan el acceso al derecho a la salud de 
todos los niños y niñas que no cumplan con los requisitos de 
‘no derechohabiencia’ como condición para acceder a la 
atención médica y de prevención que requieren; con todas sus 
consecuencias y efectos. 

1.3. Del Congreso de la Unión reclamamos la expedición de la 
totalidad de la Ley del Seguro Social publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 1995, no 
contempla alternativas para los derechohabientes en caso de 
no contar con la prestación médica solicitada, como es el caso 
que nos ocupa, el programa de implante coclear; con todas sus 
consecuencia efectos. 

2.- Del C. Presidente de la República; reclamamos la 
promulgación y publicación de la Ley General de Salud 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero 
de 1984, respecto a los artículos 77 Bis 1, 77 BIS 7, 77 BIS 35 
y 77 BIS 39; con todas sus consecuencias y efectos.  
2.1. Del C. Presidente de la República; reclamamos la 
expedición y publicación del Reglamento de la Ley General de 
Salud en Materia de Protección Social en Salud, publicada en 
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AAA

el Diario Oficial de la Federación el 5 de abril de 2000, respecto 
de sus artículos 40 y 42, fracción II; con todas sus 
consecuencias y efectos.  
2.2. Del C. Presidente de la República; reclamamos la 
expedición y publicación del Reglamento de Prestaciones 
Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2006, 
pues violando la Constitución y los Tratados Internacionales 
suscritos por México respecto a la niñez, omite prever 
mecanismos alternativos para garantizar a los menores de 
edad con discapacidad el derecho a la salud, en caso de que 
no encuentre contemplado, a nivel Instituto Mexicano del 
Seguro Social, el programa de implante coclear, no obstante de 
tener la calidad de derechohabientes del seguro social; con 
todas sus consecuencias y efectos.

3. Del C. Secretario de Salud en su calidad de titular y 
responsable del sector salud de los Estados Unidos mexicanos, 
conforme a los artículos 2°, fracción I, 14, 16, 26, 39, fracciones 
I, IV y VII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal y 2° y 6° del Reglamento Interno de la Secretaría de 
Salud, reclamamos:
3.1. También reclamamos la expedición de las Reglas de 
Operación del Programa Seguro Médico Siglo XXI, para el 
ejercicio fiscal 2020, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de diciembre de 2019, respecto de los 
artículos 3.1. y 3.2., con todas sus consecuencias y efectos. 
3.2. Los actos de omisión de no aplicar los preceptos legales 
que contravengan, de acuerdo al artículo Noveno Transitorio de 
la reforma constitucional de 2011, los derechos humanos 
contemplados en los artículos 1° y 4° de nuestra Carta Magna; 
también reclamamos el incumplimiento de las obligaciones 
contenidas en los artículos 1° y 4° Constitucionales y en la 
Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, de respetar 
y garantizar los derechos el niño al disfrute del más alto nivel 
de salud y a servicios para el tratamiento de enfermedades y la 
rehabilitación de la salud, el derecho del niño a garantizarle una 
vida digna, el derecho de los niños a beneficiarse de la 
seguridad social y del seguro social o en su caso, de 
beneficiarse del antes Programa Siglo XXI, ahora INSABI, así 
como al derecho de contar con los debidos cuidados 
postnatales que permitan prever cualquier padecimiento;
3.3. También reclamamos la omisión por parte de dicho titular 
del sector salud de implementar las medidas, mecanismos y 
normatividad de inclusión para que todos los niños y niñas con 
discapacidad tengan acceso al derecho a la salud y una vida 
digna dentro del Sistema del Seguro Social o en su caso dentro 
del Programa Siglo XXI, que así lo prevea;

4. Del C. Director del Instituto Mexicano del Seguro Social en 
su calidad de titular, administrador y responsable del Seguro 
Social, reclamamos:
4.1. Reclamamos la aplicación directa de los artículos tildados 
de inconstitucionales de la Ley General de Salud, la Ley del 
Seguro Social y sus reglamentos;
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R.A. 500/20254

4.2. También reclamamos las órdenes, instrucciones y 
acuerdos verbales o escritos, que giró a las demás autoridades 
del sector salud para que se niegue a la menor de edad ***; 
el derecho a la salud y a una vida digna, a través del implante 
coclear que requiere para tratar la  ********** ******** 
*********; 
4.3. A su vez, reclamamos la omisión por parte de dicha 
autoridad de prever mecanismos o convenios alternativos 
dentro del Sistema del Instituto Mexicano del Seguro Social 
para atender padecimientos que no se encuentran previstos en 
el catálogo de dicha institución, como lo es la  ********** 
******** ********* a través del implante coclear, todo 
ello en franca violación a los derechos humanos de derecho a 
la salud de la menor, del acceso a una vida sana y digna, y a la 
igualdad y no discriminación, previstos en los artículos 1° y 4° 
Constitucionales; con todas sus consecuencias y efectos. 

5. Del C. Director de Prestaciones Médicas del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, reclamamos:
5.1. Reclamamos la aplicación directa de los artículos 77 Bis 3, 
77 BIS 7 y 77 BIS 39; de la Ley General de Salud, así como 40 
y 42, fracción II, del Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Protección Social en Salud. 
5.2. También reclamamos los actos por los que se niegue a la 
menor de edad ***; el derecho a la salud y a una vida digna, 
a través del implante coclear que requiere para tratar la 
********** ******** *********; 
5.3. A su vez, reclamamos los actos apáticos e indiferentes por 
parte de dicha autoridad para otorgar al menor de edad y a sus 
padres las opciones, mecanismos, lineamientos u alternativas 
que les permitan, a través del seguro social u otros programas, 
obtener la cirugía y tratamiento para tratar el padecimiento de 
la menor y llevar a cabo el implante coclear y así garantizar el 
derecho a la salud, a una vida digna; con todas sus 
consecuencias y efectos.

6. Del C. Director del Instituto de Salud para el Bienestar, 
conforme al artículo 77 Bis 35 de la Ley General de Salud, 
como titular y responsable de otorgar de forma gratuita, 
progresiva, efectiva, oportuna, de calidad y sin discriminación la 
prestación de servicios públicos de salud, medicamentos y 
demás insumos asociados, bajo los principios de universalidad 
e igualdad reclamamos la aplicación directa de los artículos 77 
BIS 3, 77 BIS 7, y 77 BIS 39, de la Ley General de Salud, así 
como 40 y 42, fracción II, del Reglamento de la Ley General de 
Salud en Materia de Protección Social en Salud, así como 3.1 y 
3.2 de las Reglas de Operación del Programa Seguro Médico 
Siglo XXI, para el ejercicio fiscal 2020, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 201;
6.1. También reclamamos la omisión de ingresar y registrar 
dentro del Programa del Siglo XXI a la menor  ***, como 
candidato para el implante coclear, toda vez que su 
padecimiento no se encuentra cubierto por el Instituto del 
Seguro Social, por lo que no podría ser considerando como 
‘derechohabiente’. 
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7. De la C. Doctora Myriam Alejandra Guerrero Meza, del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, reclamo la aplicación 
directa de los artículos 77 BIS 3, 77 BIS 7 y 77 BIS 39, de la 
Ley General de Salud, así como 40 y 42, fracción II, del 
Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Protección Social en Salud, así como 3.1. y 3.2. de las Reglas 
de Operación del Programa Seguro Médico Siglo XXI, para el 
ejercicio fiscal 2020, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de diciembre de 2019;
7.1. También reclamamos la emisión del oficio NSS2407-86-
2579 de fecha 9 de diciembre de 2019, por el que se niega a la 
menor la atención médica requerida, toda vez que a su dicho, 
no se encuentra dentro del catálogo de prestaciones médicas 
otorgadas por dicho instituto.

8. De todas las autoridades responsables reclamamos los 
actos de indiferencia, discriminación y falta de humanidad para 
otorgar a la menor de edad  ***, los medios para tratar su 
padecimiento de  ********** ********* , a través del 
implante coclear; con todas sus consecuencias y efectos. 

9. Del C. Director del Hospital Regional número 20 en Tijuana, 
dependiente del Instituto Mexicano del Seguro Social, 
reclamamos la omisión de otorgarle a la menor de edad 
***, la atención médica necesaria a través del implante 
coclear que requiere para tratar la ********** ********** 
todo ello en franca violación a los derechos humanos de 
derecho a la salud de la menor, del acceso a una vida sana y 
digna, y a la igualdad y no discriminación, previstos en los 
artículos 1° y 4° Constitucionales así como los derechos 
humanos previstos en la Convención sobre los Derechos del 
Niño; con todas sus consecuencias y efectos.” (Visible en el 
escrito de demanda del expediente electrónico del juicio de 
amparo).

En el propio escrito, la parte quejosa señaló infringidos en su 

perjuicio los derechos fundamentales previstos en los artículos 1°, 4°, 

14, 16, 123 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como las Disposiciones de la Convención sobre los 

Derechos de los Niños, la Declaración de Ginebra de 1924 de los 

Derechos del Niño y la Declaración de los Derechos del Niño; narró los 

antecedentes del acto reclamado, formuló sus conceptos de violación y 

ofreció las pruebas que estimó conducentes. 

Mediante escrito recibido el veinticinco de marzo de dos mil 

veintidós, la parte quejosa amplió su demanda, por lo que, mediante 
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R.A. 500/20256

proveído de veintiocho siguiente, se le previno para que la aclarara, lo 

que desahogó por escrito recibido el cuatro de abril del mismo año.

SEGUNDO. Admisión y trámite del juicio de amparo. De la 

demanda correspondió conocer, por razón de turno, al Juzgado Sexto 

de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, donde se 

registró con el número  ********, previo apercibimiento, por auto de 

cinco de abril de dos mil veintiuno, se admitió a trámite; señaló día 

y hora para la celebración de la audiencia constitucional; se solicitó 

informe justificado a las autoridades responsables; se dio intervención 

al agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, se ordenó la 

apertura del incidente de suspensión y se acordó lo conducente 

respecto de las pruebas ofrecidas.  

Mediante diverso escrito recibido el veintinueve de abril de dos 

mil veintidós, la parte quejosa amplió su demanda, en contra de las 

autoridades y actos siguientes:

“III. AUTORIDADES RESPONSABLES EN LO QUE ES 
MATERIA DE LA AMPLIACIÓN DE DEMANDA.
a)  ******* **** ********* ******** ******* , Directora de la 
Unidad Médica de Alta Especialidad, Hospital Pediatría, Centro 
Médico Nacional de Occidente del Instituto Mexicano del 
Seguro Social localizada en Guadalajara, Jalisco. 

b) Doctora Ana Ruth Hernández Cervantes, Directora de la 
Unidad Médica de Alta Especialidad, Hospital de Pediatría, 
Centro Médico Nacional de Occidente del Instituto Mexicano 
del Seguro Social localizada en Guadalajara, Jalisco. 

c) Doctor Jorge Zúñiga Meza, Jefe de Otorrinolaringología de la 
Unidad Médica de Alta Especialidad, Hospital de Pediatría, 
Centro Médico Nacional de Occidente del Instituto Mexicano 
del Seguro Social localizada en Guadalajara, Jalisco. 

IV. ACTOS RECLAMADOS EN LO QUE ES MATERIA DE LA 
AMPLIACIÓN DE DEMANDA.
1. De la Doctora Ruth Alejandrina Castillo Sánchez y la Doctora 
Ana Ruth Hernández Cervantes, se reclama la emisión del 
oficio número 14A601122153/DAJ/0278/2022 de fecha 22 de 
marzo de 2022, en el que se anexa el dictamen técnico médico 
que establece que la menor no es candidata idónea a implante 
coclear. 
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2. Del Doctor Jorge Zúñiga Meza se reclama la emisión del 
Dictamen Técnico-Médico de fecha 11 de marzo de 2022 
donde se establece que la menor no es candidata idónea a 
implante coclear. 

2.1 Se reclaman también los actos discriminatorios, apáticos, 
indiferentes y humillantes por parte de dicho titular para brindar 
un trato respetuoso, ágil, atento y eficaz a la menor y a su 
familia. 
2.2 Por último, se reclama la falta de trato humano, digno, 
profesional y sobre todo respetuoso a la menor y a sus 
familiares, lo que ha ocasionado que la menor a la fecha no 
haya sido debidamente encausada con las autoridades del 
Instituto Mexicano del Seguro Social de la Ciudad de México –
en donde ya se han realizado implantes cocleares a menores 
que han sido diagnosticados con  ********** ******** 
*********- pues de haber sido así, la menor ya contaría con 
el tratamiento a su padecimiento. Lo que significa que esta 
pérdida de tiempo solo repercute de forma negativa en la salud 
de la menor, y consecuentemente, en su derecho a la salud, a 
una vida digna ya la derechohabiencia; con todas sus 
consecuencia y efectos” 

A dicho escrito le recayó el proveído de tres de mayo siguiente, 

en que se reservó acordar lo conducente hasta en tanto fuera resuelta 

la queja tramitada en autos.

La queja a que se refiere el párrafo anterior, fue interpuesta por 

la Directora de la Unidad Médica de Alta Especialidad Hospital de 

Pediatría Centro Médico Nacional de Occidente del Instituto Mexicano 

del Seguro Social en Guadalajara, de la misma correspondió conocer a 

este Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito; donde se registró con el número Q.A.206/2022, y en sesión de 

tres de agosto de dos mil veintidós, se desechó. 

Por su parte, la parte quejosa interpuso recurso de queja contra 

el auto de once de enero de dos mil veintitrés, correspondiendo de su 

conocimiento al Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, se registró bajo el número Q.A. 50/2023 y se 

declaró infundado. 

Posteriormente, se reanudó el procedimiento, y se previno a la 
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R.A. 500/20258

parte quejosa para que aclarara la ampliación de demanda presentada 

el veinticinco de marzo de dos mil veintidós.

Asimismo, se admitió la ampliación recibida el tres de mayo de 

dos mil veintidós, se dio intervención al Fiscal Ejecutivo de la 

Federación adscrito, se requirió a las autoridades responsables 

Doctora Ruth Alejandrina Castillo Sánchez, Doctora Ana Ruth 

Hernández Cervantes, ambas Directoras y al Doctor Jorge Zúñiga 

Meza, Jefe de Otorrinolaringología, todos de la Unidad Médica de Alta 

Especialidad, Hospital de Pediatría, Centro Médico Nacional de 

Occidente del Instituto Mexicano del Seguro Social, en Guadalajara 

Jalisco, su informe justificado, se dio la intervención que corresponde al 

Fiscal Ejecutivo de la Federación adscrito.

Mediante escrito recibido el dieciséis de mayo de dos mil 

veintitrés, la parte quejosa desahogó la prevención a la ampliación de 

demanda, por lo que el diecisiete siguiente, se admitió, se requirió a 

las autoridades responsables su informe justificado, se dio la 

intervención que corresponde al Fiscal Ejecutivo de la Federación 

adscrito y se hizo de su conocimiento la fecha y hora para la 

celebración de la audiencia constitucional. 

TERCERO. Prueba pericial. Mediante escrito recibido el ocho 

de junio de dos mil veintitrés, la parte quejosa ofreció la prueba pericial 

en materia de fonoaudiología y audiología protésica, sin embargo, 

mediante proveído de nueve siguiente, se desechó.

La parte quejosa interpuso un recurso de queja en contra del 

auto en que se desechó la prueba pericial ofrecida, y se suspendió el 

procedimiento.

El quince de noviembre de dos mil veintitrés, este Quinto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito dictó 

resolución en el recurso de queja Q.A. 375/2023, en la cual se declaró 
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fundado. Debido a lo anterior, el Juzgado del conocimiento dio trámite 

a la prueba pericial ofrecida por la parte quejosa.

CUARTO. Sentencia de amparo. Seguido el juicio por las 

etapas procesales correspondientes, el veinte de marzo de dos mil 
veinticinco, el juez del conocimiento celebró la audiencia 

constitucional y dictó sentencia, que se firmó, el veintidós de julio 

siguiente, en la que resolvió:

“PRIMERO. Se sobresee en el presente juicio de amparo, por 
las razones expuestas en el tercer y quinto considerandos de la 
presente sentencia.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 
**** ****** ******* ***** y ****** ********* *********, 
en representación de la menor ***, por las razones expuestas 
y para los efectos precisados en el último considerando de la 
presente sentencia.”
(foja cincuenta y uno del toca en que se actúa).

QUINTO. Recurso de revisión. Inconforme con la resolución 

anterior, la Jefa de División de Asuntos Jurídicos de la Unidad Médica 

de Alta Especialidad Hospital de Pediatría del Centro Médico Nacional 

de Occidente, Guadalajara, Jalisco en representación de las 

autoridades responsables, aquí recurrentes,  ****** ***** ****** 

***** ****** ****** ****** ********* ******** ** ********** ****** ** 

******* ***** ******* ***** ****** ****** ******* ********* ** 

********** ******* ***** ********* ******* ********** 

******************* *********** ******* ****** ******* ***** ********* 

******** ******* ****** ******* *** **** ********* ********** ** 

******* **** ********* ******** ******** ********** ***** ** ** ****** 

****** ** **** ************ ******** ** 
********* *** ****** ****** ******** ** ********** *********** , interpuso recurso de revisión del 

que correspondió conocer, a este Tribunal Colegiado y por auto de 

presidencia de veinte de junio de dos mil veinticinco, se ordenó su 

registro con el número R.A. 500/2025.

䕮  敬  浩獭漠 慵瑯  獥  獯氀楣楴 慬  樀畺条摯  摥氠 捯湯捩浩敮瑯 

Z
U
L
M
A
 M
A
R
L
E
N
E
 L
A
R
A
 C
E
B
A
L
L
O
S

70
6a
66
20
63
6a
66
33
00
00
00
00
00
00
00
00
00
00
93
d8

05
/1
1/
28
 1
3:
31
:0
3

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



R.A. 500/202510

remitiera a este órgano colegiado las constancias de notificación de las 

autoridades, antes señaladas, toda vez que, de los autos del juicio de 

amparo de origen, ni del expediente electrónico correspondiente, obran 

las notificaciones de dichas autoridades; lo anterior para poder proveer 

sobre la admisión o desechamiento del presente asunto en revisión. 

SEXTO. Revisión adhesiva. Por su parte, la parte quejosa 

interpuso recurso de revisión adhesiva.

Por acuerdo de presidencia uno de julio de este año, se 

comunicó a las partes que mediante oficio SEADS/2275/2025 de 

dieciocho de junio de dos mil veinticinco, suscrito por el Secretario 
Técnico AA de la Comisión de Adscripción Encargado del 
Despacho de la Secretaría Ejecutiva de Adscripción del Consejo 
de la Judicatura Federal, informó que el Pleno del citado Consejo, 

designó a Mayra Guadalupe Meza Andraca, como secretaria en 
funciones de Magistrada, en sustitución del Magistrado Urbano 
Martínez Hernández, en la plaza de la que fue titular la Magistrada 
María Elena Rosas López, con efectos a partir del uno de julio y 
hasta el treinta y uno de agosto de la propia anualidad, o antes si el 

Pleno del Consejo de la Judicatura así lo determina; asimismo se 

reservó proveer respecto al escrito presentado por la parte quejosa, a 

través del cual intentaron adherirse al recurso presentado por las 

autoridades, en tanto el juzgado remita las constancia de notificación 

anteriormente requeridas para que este Órgano Colegiado pueda 

actuar conforme a lo que en derecho corresponda; solicitando de 

nueva cuenta la juzgado Federal dichas constancias. 

El diez de julio de dos mil veinticinco el Secretario del Juzgado 

del conocimiento, informó que una vez que cuenten con las 

constancias de notificación de la resolución, serían remitidas. 

SÉPTIMO. Trámite de los recursos. El veintidós de agosto de 

dos mil veinticinco, este Quinto Tribunal Colegiado desechó el recurso 
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R.A. 500/202511

AAA

de revisión hecho valer por las autoridades responsables, al considerar 

que fue presentado de forma extemporánea.

En contra de esta determinación, las autoridades interpusieron 

recurso de reclamación, mismo que fue remitido a este Quinto Tribunal 

Colegiado, asignándole el número REC. 132/2025, y en sesión de 

veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco, se declaró fundado 

dicho medio de defensa. 

OCTAVO. Nueva integración. El catorce de septiembre de dos 

mil veinticinco se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 

Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial por 

el que se adscriben a las personas electas en el Proceso Electoral 

Extraordinario a diversos cargos del Poder Judicial de la Federación 

2024-2025, asimismo, se comisionan, reubican y readscriben, a 

personas funcionarias de los Órganos Jurisdiccionales, se designan y, 

en su caso, prorrogan.  

Lo anterior, se hizo del conocimiento de las partes mediante 

Aviso General publicado en la dirección electrónica oficial del Órgano 

de Administración Judicial del Poder Judicial de la Federación, suscrito 

por el Secretario Ejecutivo de Adscripción del referido órgano, y se 

informó que a partir del dieciséis del mismo mes y año, este órgano 

jurisdiccional quedó integrado por el Magistrado Luis Antonio Beltrán 
Pineda, la Magistrada Mirna Isabel Bernal Rodríguez y la 

Magistrada Nínive Ileana Penagos Robles. 

NOVENO. Admisión. El cuatro de diciembre de dos mil 

veinticinco; se tuvo por admitido el recurso de revisión interpuesto por 

las autoridades responsables contra la sentencia de veinte de marzo 

del mismo año; asimismo, se tuvo por admitido el recurso de 
revisión adhesivo de la parte quejosa; y se dio vista al agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito, quien no formuló 

pedimento.

Z
U

L
M

A
 M

A
R

L
E

N
E

 L
A

R
A

 C
E

B
A

L
L

O
S

706a6620636a66330000000000000000000093d8
05/11/28 13:31:03

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



R.A. 500/202512

DÉCIMO. Turno. En proveído de doce de enero de dos mil 

veintiséis, se ordenó turnar el asunto a la ponencia del Magistrado 
Luis Antonio Beltrán Pineda, para los efectos de los artículos 24, 

fracción II y 35, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, en relación con el numeral 92 de la Ley de 

Amparo; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, es competente para conocer 

del recurso de revisión de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

103 y 107, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), 84, 86, 88 y 91 de la Ley de 

Amparo, y 35, fracción II, 210 y 211 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, así como lo establecido en los puntos 

Primero, fracción I, Segundo, fracción I, apartado 1 y Tercero, fracción 

I, del Acuerdo General número 3/2013 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los Circuitos Judiciales en que se divide la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por 

Materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, en 

virtud de que se recurre una sentencia dictada por un Juzgado de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, que reside 

dentro del circuito en que este tribunal colegiado ejerce jurisdicción.1 

1 No pasa inadvertido que los fundamentos que sustentan el presente proveído fueron 
emitidos por el extinto Consejo de la Judicatura Federal, sin embargo, los mismos son 
aplicables en términos del artículo Sexto Transitorio, del Decreto por el que se expide la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, señala que, hasta en tanto los miembros del 
Tribunal de Disciplina Judicial tomen protesta de su encargo ante el Senado de la República 
el primero de septiembre de dos mil veinticinco, y hasta en tanto sea creado el Órgano de 
Administración Judicial y sus integrantes inicien funciones con esa misma fecha, el Consejo 
de la Judicatura Federal continuará ejerciendo las facultades y atribuciones de 
administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; así como 
del artículo Décimo Noveno Transitorio de la misma Ley, en el que precisa que los Acuerdos 
Generales emitidos por el Consejo de la Judicatura Federal continuarán vigentes en todo el 
que no se opongan a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Ley 
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R.A. 500/202513

AAA

SEGUNDO. Legitimación. El recurso de revisión es interpuesto 

por parte legitimada, ya que la Jefa de División de Asuntos Jurídicos de 

la Unidad Médica de Alta Especialidad Hospital de Pediatría del Centro 

Médico Nacional de Occidente, Guadalajara Jalisco del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, instó como representante de las 

autoridades responsables, en el recurso de reclamación que este 

Órgano Colegiado resolvió bajo el número REC. ***/2025. 

Por su parte* ****** ********* ****** ** ** ******, se 

encuentra legitimada para interponer el recurso adhesivo como 

autorizada en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo, 

por los quejosos, toda vez que esa personalidad le fue reconocida por 

el Juzgado del conocimiento en proveído de veintiocho de marzo de 

dos mil veintidós. 

TERCERO. Oportunidad. El medio de impugnación principal fue 

interpuesto en tiempo, debido a que la sentencia de veinte de marzo de 

dos mil veinticinco, fue notificada las autoridades responsables por 

oficio, el uno de abril de dos mil veinticinco (fojas de la mil 

quinientos noventa y nueve a la mil seiscientos veintiuno bis del juicio 

de amparo de origen).

Notificación que surtió sus efectos el mismo día, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 31, fracción I, de la ley de amparo; por 

lo que plazo de diez días para interponer el recurso de revisión 

transcurrió del dos al quince de abril de dos mil veinticinco, 

tomando en consideración que se descuentan los días cinco, seis, 

doce y trece del mismo mes y año, siendo inhábiles por corresponder a 

sábados y domingos; de conformidad con lo previsto en el artículo 19 

de la Ley de Amparo. 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, hasta en tanto el órgano de Administración 
Judicial y el Tribunal de Disciplina Judicial emitan sus propios Acuerdos.
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R.A. 500/202514

De manera que, si el recurso de revisión se presentó ante la 

Oficina de Correos del Servicio Postal Mexicano, con sede en 

Guadalajara, Jalisco, el catorce de abril de dos mil veinticinco, lo 

cual se corrobora en el estudio del recurso de reclamación, por lo que 

resulta que fue interpuesto dentro del término legal para hacerlo. 

Por lo que respecta al recurso de revisión adhesiva, 

interpuesto por la parte quejosa, resulta evidente que se encuentra en 

tiempo al haber sido presentado antes de que se le notificara la 

admisión del recurso de revisión principal y corriera el término 

correspondiente. 

Al respecto, resulta aplicable el criterio de jurisprudencia de 

rubro: “RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA. SU INTERPOSICIÓN 
ES OPORTUNA, AUN SI SE PRESENTA ANTES DE QUE SEA 
NOTIFICADO EL ACUERDO POR EL QUE SE ADMITE EL 
PRINCIPAL”.2

CUARTO. Reparto del material de estudio a las 
magistraturas integrantes del Tribunal Colegiado. Colmados los 

aspectos formales en el presente asunto, el Magistrado Ponente 

entrega a las integrantes de este tribunal, adjunto al proyecto 

respectivo, copia del recurso de revisión principal y adhesivo, así como 

de la sentencia recurrida; agregándose copia de ésta última al toca en 

que se actúa.

QUINTO. Hechos del caso y antecedentes jurídicos. Previo al 

análisis de los agravios propuestos, se considera conveniente efectuar 

una relación sucinta de los hechos relevantes del caso, mismos que se 

obtienen de las constancias que obran en el expediente del juicio de 

amparo y de las manifestaciones realizadas bajo protesta de decir 

verdad.

2 Tesis: 1a./J. 39/2019 (10a.), Primera Sala, Décima Época. Gaceta del Semanario Judicial 
de la, Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo II, página 863.
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R.A. 500/202515

AAA

1. Antecedentes de la menor de edad y sus padres. La niña *** 

nació el treinta de junio de dos mil diecisiete en una clínica del Instituto 

Mexicano del Seguro Social ubicada en Tijuana, Baja California.

El seis de julio de ese año se detectó que tenía bilirrubina muy 

alta, que provocó altas temperaturas, su hospitalización y, 

posteriormente, se determinó que, por no haber sido atendida a tiempo, 

le quedaron secuelas de retraso psicomotor y pérdida auditiva.

A los seis meses de nacida se realizaron estudios de potenciales 

auditivos en los que se determinó que la niña no escuchaba. Luego, el 

veinticinco de abril de dos mil dieciocho en el Centro de Rehabilitación 

e Inclusión Infantil Teletón con sede en Baja California le fue 

diagnosticado hipoacusia profunda bilateral y se indicó que la única 

opción para poder escuchar sería a través de un implante coclear. 

Manifiesta la parte quejosa que conversaron con el Jefe de 

Pediatría del Seguro Social, el cual les indicó que el Seguro Social no 

cuenta con la cirugía de implante coclear. Asimismo, señalaron que la 

niña utiliza aparatos auditivos desde los once meses sin mejora alguna. 

Su padre es una persona pensionada de 68 años y su madre se 

dedica al cuidado de ella y del hogar. Actualmente, *** tiene 8 años y 

no se ha podido realizar la cirugía de implante coclear.

2. Demanda de amparo y ampliaciones. Mediante escrito y 

anexos presentados el dieciséis de marzo de dos mil veintiuno  **** 

****** ******* ***** * ****** 
********* *********, en representación de su hija  **** promovieron un juicio de amparo, 

contra las autoridades y por los actos precisados en el primer 

resultando de esta ejecutoria. 

Mediante escritos recibidos el veinticinco de marzo de dos mil 

veintidós y el tres de mayo de dos mil veintidós, respectivamente, la 
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R.A. 500/202516

parte quejosa amplió su demanda de amparo. Ambos escritos de 

ampliación fueron admitidos en el mes de mayo de dos mil veintitrés.

Además, el quince de noviembre de dos mil veintitrés, este 

Quinto Tribunal Colegiado resolvió el recurso de queja Q.A. 375/2023, 

que se declaró fundado, ordenando al Juzgado de Distrito admitir la 

prueba pericial en materia de fonoaudiología y audiología protésica 

ofrecida por la parte quejosa.

3. Sentencia de amparo. Del asunto correspondió conocer al 

Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de 

México, que lo registró con el número de expediente *************, y 

tras la suspensión del procedimiento en diversas ocasiones por la 

tramitación de distintas quejas y un conflicto competencial en ese 

curso, el veinte de marzo de dos mil veinticinco dictó sentencia en la 

que determinó sobreseer el juicio en una parte y conceder el amparo 

a la parte quejosa, bajo las consideraciones que a continuación se 

sintetizan:

En el considerando tercero, el juez de amparo estimó que no 

eran ciertos los actos reclamados al Secretario de Salud, Director 

General, Director de Prestaciones Médicas, todos del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, así como al Director General del Instituto 

de Salud para el Bienestar, pues lo negaron en sus informes 

justificados, máxime que no cuentan con facultades para efectuar los 

actos atribuidos.

No se estimaron ciertos los actos reclamados a diversos 

doctores y doctoras, todos de la Unidad Médica de Alta Especialidad, 

Hospital de Pediatría, Centro Médico Nacional de Occidente, en 

Guadalajara, consistentes en actos discriminatorios, apáticos, 

indiferentes y humillantes a la menor quejosa y a su familia, así como 

órdenes giradas a sus subalternos para retardar la atención médica.
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R.A. 500/202517

AAA

El juzgador tampoco tuvo como cierto el acto el acto reclamado a 

la Doctora  ****** ********* ******** **** , del Hospital Regional 

número 20 en Tijuana, consistente en la emisión del oficio ********

******* de nueve de diciembre de dos mil diecinueve.

Por su parte, en el considerando cuarto, el juez determinó que 

eran ciertos los actos reclamados a la Cámara de Diputados y Cámara 

de Senadores, ambas del Congreso de la Unión y al Presidente de la 

República, consistentes, en la expedición y promulgación de la Ley 

General de Salud, de la Ley del Seguro Social, del Reglamento de la 

Ley General de Salud, y del Reglamento de Prestaciones Médicas del 

Instituto Mexicano del Seguro Social; asimismo, consideró cierto el acto 

reclamado al Secretario de Salud, consistente en la expedición de las 

Reglas de Operación del Programa Seguro Médico Siglo XXI, para el 

ejercicio fiscal 2020.

También se estimaron ciertos los actos que se reclaman al 

Director, a la  ******* ****** ********* ******** **** , ambos del 

Hospital Regional número 20 en Tijuana, dependiente del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, así como a la Directora Médico, Doctora 

**** *********** ******** *******, al Doctor ****** ****** ********, 

Jefe del Departamento de Otorrinolaringología Pediátrica, los cuatro de 

la Unidad Médica de Alta Especialidad, Hospital de Pediatría, 

consistentes en la omisión de otorgar a la menor quejosa el 
tratamiento de implante coclear para tratar el padecimiento de 
Hipoacusia Profunda Bilateral.

Asimismo, son ciertos los actos reclamados a la Doctora  **** 

********* 
******** 
******** 
** ** 
******* 
*** **** 
********* 

*********, y al  ****** ***** ****** **** , Jefe de 

Otorrinolaringología, todos de la Unidad Médica de Alta Especialidad, 

Hospital de Pediatría, consistentes en el oficio 

************************* de veintidós de marzo de dos mil 

veintidós, al que se anexa el dictamen técnico-médico de once de 
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R.A. 500/202518

marzo de dos mil veintidós, en que se establece que la menor quejosa 

no es candidata a implante coclear, así como la emisión del referido 

dictamen.

En el considerando quinto de la sentencia de amparo se 

determinó que en términos de lo dispuesto por el artículo 61, fracción 

XXIII, en relación con el 107, fracción II, párrafo primero, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se determinó 

sobreseer en el juicio respecto a la omisión de prever mecanismos 

alternativos para garantizar a los menores de edad con discapacidad y 

derechohabientes del Instituto Mexicano del Seguro Social, el derecho 

a acceder al programa de implante coclear, porque implicaría dar 

efectos generales a la sentencia que se dicte.

Por otra parte, se consideró actualizada la causa de 

improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de 

Amparo, respecto de los actos reclamados consistentes en la Ley 

General de Salud, artículos 77 Bis 1, 77 Bis 7, 77 Bis 35, 77 Bis 39; la 

Ley del Seguro Social; el Reglamento de la Ley General de Salud en 

Materia de Protección Social en Salud; el Reglamento de la Ley 

General de Salud en Materia de Protección Social en Salud; porque no 

se advirtió acto de aplicación en perjuicio de la parte quejosa.

Establecido lo anterior, en el considerando sexto se analizaron 

los conceptos de violación de la parte quejosa, en los que alegó 

esencialmente que las autoridades responsables han vulnerado el 

derecho a la salud de  ***, al ser omisas en dar seguimiento al 

padecimiento de hipoacusia bilateral profunda, y negarse a realizar un 

implante coclear para tratarlo.

Al respecto, el juez de amparo desarrolló los alcances del 

derecho a la salud, reconocido en el artículo 4 constitucional, así como 

las obligaciones del Estado para garantizar su protección conforme a 

diversos instrumentos internacionales suscritos por el Estado 
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R.A. 500/202519

AAA

Mexicano.

En resumen, señaló que el derecho a la protección de la salud 

puede entenderse como la obligación del Estado de establecer los 

mecanismos necesarios para que todas las personas tengan acceso a 

los servicios de salud encaminados a la obtención de un determinado 

bienestar general integrado por el estado físico, mental, emocional y 

social de la persona, del que deriva un derecho fundamental más, 

consistente en el derecho a la integridad físico-psicológica; en el 

entendido que la protección de la salud y el desarrollo de los 

correspondientes sistemas sanitarios asistenciales es una de las tareas 

fundamentales de los Estados democráticos contemporáneos y 

representa una de las claves del Estado del bienestar.

Destacó que el derecho a la salud también se encuentra 

regulado por la Ley General de Salud, y en sus artículos 2°, 23, 24, 27 

y 33, se establecen las finalidades, clasificación y tipos de servicios de 

salud, entre los que se encuentra el tratamiento médico integral y el 

suministro de medicamento, ya sea conforme al cuadro básico del 

sector salud o inclusive ajenos a dicho cuadro.

Concluyó que las obligaciones del Estado en torno a este 

derecho se traducen en dar acceso a servicios, entre los que se 

encuentran: dar atención médica oportuna, el suministro de 

medicamentos e insumos necesarios para los tratamientos, y que las 

instituciones de salud puedan llevar a cabo acciones de subrogación 

de servicios.

Ante ello, precisó los siguientes aspectos del caso:

• Que el veintidós de abril de dos mil veintiuno, las autoridades del 

Hospital General Regional número 20 del Instituto Mexicano del 

Seguro Social informaron que, por tratarse de una unidad de 

segundo nivel, se encontraban impedidas para determinar si la 
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R.A. 500/202520

niña era candidata a un implante coclear, por lo que debía ser 

valorada en un hospital de tercer nivel, ordenándose una nueva 

valoración audiológica para confirmar su diagnóstico e idoneidad.

• Seguidamente, se remitió constancia de notificación a la parte 

quejosa respecto de la cita programada para dicha revaloración.

• Que mediante nota médica de veintisiete de abril de dos mil 

veintiuno, se confirmó que la menor presentaba hipoacusia 
bilateral profunda, que es usuaria de auxiliares auditivos, y se 

determinó que el implante coclear le permitiría una audición 
normal y el adecuado desarrollo del lenguaje, por lo que se 

dispuso su envío a una unidad de tercer nivel para su atención.

• No obstante, mediante oficio  ************************** de 

veintidós de marzo de dos mil veintidós, las autoridades 

demandadas anexaron el dictamen técnico-médico de once de 

marzo de dos mil veintidós, en que se establece que la menor 

quejosa no es candidata a implante coclear.

En ese contexto, el juez de amparo tomo en cuenta la prueba 

pericial ofrecida por la parte quejosa en materia de fonoaudiología y 

audiología protésica, con el objeto de esclarecer si la niña es o no 

candidata para que le sea realizado un implante coclear.

Del dictamen pericial rendido por el experto en 

otorrinolaringología designado en auxilio de las labores del juzgado, se 

obtuvo la opinión de que la menor de edad quejosa sí es candidata a 

un implante coclear, que no existe posibilidad de que la cirugía 

empeore su estado neurológico, que los factores de riesgo de la 

paciente no aumentan la mortalidad durante la cirugía, que el implante 

coclear sí asegura la audición y el desarrollo del lenguaje en la menor 

quejosa; prueba que fue valorada por el juzgador en términos del 

artículo 197 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
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AAA

aplicación supletoria a la Ley de Amparo.

El juez de amparo concedió valor probatorio pleno al dictamen 

referido, con fundamento en lo establecido en los artículos 143, 149, 

154, 155, 197, 198 y 211,del Código Federal de Procedimientos 

Civiles,  al advertir que el perito procedió a la revisión de la condición 

médica de la niña y emitió respuesta a los cuestionarios planteados por 

la parte quejosa y a la ampliación de este propuesto por la autoridad 

responsable, aunado a que tomó en consideración los diversos 

estudios y notas médicas que obran en el expediente, así como la 

literatura internacional sobre el tema.

En consecuencia, estimó que en el caso no se ha brindado la 

atención médica requerida por la parte quejosa por lo que se violenta 
en su perjuicio el derecho a la salud contenido en el cuarto párrafo 

del artículo 4° Constitucional, así como en el artículo 25 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 12 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 

XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre.

En ese sentido, concedió el amparo a la parte quejosa para el 

efecto de que las autoridades responsables  ******* **** ********* 

******** 
******** ** 
******* *** 
**** 
********* 
********** ambas 

Directoras, ** ****** ****** ****** ******** * ** ****** ***** ****** 

****, Jefe de Otorrinolaringología de la Unidad Médica de Alta 

Especialidad, Hospital de Pediatría, Centro Médico Nacional de 

Occidente del Instituto Mexicano del Seguro Social, en Guadalajara 

Jalisco, así como todas aquellas autoridades que, en razón de sus 

funciones, deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria 

de amparo, realicen lo siguiente:

a) De manera inmediata proporcionen una cita con médico 

especialista a la menor quejosa  ***, a efecto de que la valoren y 
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R.A. 500/202522

ordenen realizar los estudios y/o análisis que sean necesarios para dar 

el tratamiento que requiera, en relación con su enfermedad hipoacusia 

bilateral profunda.

b) Ordenen la práctica de los exámenes médicos necesarios a fin 

de realizar el implante coclear requerido.

c) Realicen las gestiones pertinentes para obtener, proporcionar 

y realizar la cirugía de colocación del implante coclear requerido.

En desacuerdo con la sentencia sintetizada, las autoridades 

responsables interpusieron el presente recurso de revisión y la parte 

quejosa interpuso recurso de revisión adhesiva.

SEXTO. Precisión de la materia del recurso. No es materia del 

presente recurso, en términos de lo dispuesto por el artículo 63, 

fracción IV, de la Ley de Amparo, el sobreseimiento decretado en el 

primer resolutivo de la sentencia recurrida, por los motivos expresados 

en el considerando quinto de dicha sentencia, previamente 

sintetizados.

Lo anterior, porque la decisión decretada en esos términos no 

fue combatida por la parte quejosa, que es a quien pudiera perjudicar.

Resulta aplicable la tesis de jurisprudencia 3a./J. 20/913, de la 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

establece:

“REVISIÓN. NO ES MATERIA DE ESTE RECURSO EL 
RESOLUTIVO QUE NO AFECTA A LA RECURRENTE Y NO 
SE IMPUGNA POR LA PARTE A QUIEN PUDO 
PERJUDICAR. Si en una sentencia existe diverso resolutivo 
sustentado en las respectivas consideraciones que no afectan 
a la parte recurrente y no son combatidas por quien le pudo 
afectar, debe precisarse que no son materia de la revisión 
dichas consideraciones y resolutivo”.

3 Octava época. Semanario Judicial de la Federación. Tomo VII, Abril de 1991, página 26.
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AAA

SÉPTIMO. Estudio de los agravios. Precisado lo anterior, 

procede analizar el único agravio propuesto por las autoridades 

recurrentes, en el que afirman que el perito designado en auxilio de las 

labores del juzgado dejó de observar en la paciente lo siguiente:

“1.- En primer lugar, el diestro omite hacer una análisis integral 
de la paciente y advertir los antecedentes personales de la 
menor quejosa directa ***, quien tiene fecha de nacimiento el 
30 de Junio de 2017, actualmente tiene 7 años de edad.

2.- En segundo lugar, omite tomar en cuenta que el diagnóstico 
de la menor en cita es: HIPOACUSIA NEUROSENSORIAL, 
BILATERAL, PARALISIS CEREBRAL INFANTIL, RETRASO 
GLOBAL DEL DESARROLLO + COREA SECUNDARIA A 
ENCEFALOPATIA POR HIPERBILIRRUBINEMIA.

3.- El perito, también omite tomar en cuenta los antecedentes 
perinatales de la paciente  ***, siendo estos los siguientes: 
Gesta 3, embarazo normoevolutivo, obtenido de 38 semanas 
de gestación por parto vaginal. Apgar desconoce, egresada en 
binomio sin complicaciones aparentes. Presentó 
hiperbilirrubinemia que ameritó hostilización por 20 días, 
tratada con fototerapia. Sepsis neonatal, encefalopatía por 
hiperbilirrubinemia, TORCH, deambulación a los 3 años de 
edad.

4.- El diestro omite tomar en consideración, al emitir su 
dictamen pericial, los antecedentes personales patológicos de 
la menor en cita, los cuales consisten en los siguientes:

a. Neurología. Julio 2021 Parálisis cerebral infantil, retraso 
global del desarrollo + corea secundaria a encefalopatía por 
hiperbilirrubinemia.

b. Electroencefalograma 22.06.21. Reportan disfunción 
generalizada por actividad theta-deltha.

c. Psiquiatría: da de alta en sus valoraciones dentro de 
protocolo de ******** *******.

d. TORCH positivo por lo que envían a infectología, resultando 
negativo posterior a pruebas específicas, por lo que dan de 
alta.

5.- El peritaje rendido por el perito oficial, carece de análisis 
respecto de los estudios paraclínicos realizados a la menor, 
consistentes en:

a. Resonancia magnética: 08.09.2021. Reportan 
encefalomalacia quística secundaria a evento vascular cerebral 
isquémico del putamen derecho. Oído interno y celdillas 
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mastoideas sin alteración aparente.

b. Audiometría por campo libre (con uso de aparatos 
auditivos): octubre 2021. Pta 61.6db

c. Potenciales auditivos de estado estable: 13.03.2023 a 
nivel particular.

d. Reportan oído derecho: hipoacusia profunda, oído 
izquierdo hipoacusia profunda.

e. Potenciales de tallo cerebral: umbral auditivo a 100db 
bilateral. Reportan hipoacusia profunda bilateral.”

Asimismo, argumentan que basados en las valoraciones 

multidisciplinarias de todas las especialidades realizadas en la Unidad 

Médica de Alta Especialidad Hospital de Pediatría del Centro Médico 

Nacional del Occidente, Guadalajara, Jalisco, se llegó a la conclusión 

de que la paciente  *** no es candidata a colocación de implante 

coclear, tomando en consideración que:

“a) La colocación temprana de un implante coclear en niños y 
niñas antes de los dos años de edad facilita su comprensión 
lectora. La paciente:  ***, con Número de Seguridad Social 
********************, actualmente tiene: 7 años; por lo que 
está fuera de la ventana de desarrollo del lenguaje debido a la 
plasticidad cerebral; así mismo, los estudios han demostrado 
que los niños que cumplen con los criterios para recibir un 
implante coclear, y lo reciben tan pequeños como desde los 9 
meses de edad, pueden desarrollar habilidades de lenguaje a 
un ritmo comparable al de los niños con audición normal, y 
muchos tienen éxito en las aulas regulares.

b) En la actualidad se consideran contraindicaciones 
temporales o definitivas las siguientes situaciones: Ausencia de 
funcionalidad de la vía auditiva o presencia de enfermedades 
que originen una hipoacusia de tipo central. La paciente: ***, 
con Número de Seguridad Social  ************ ********, 
tiene alteración de la vía auditiva central secundaria a 
encefalomalacia y encefalopatía por hiperbilirrubinemia, 
condición irreversible, que afecta directamente al desarrollo del 
lenguaje, siendo el principal objetivo de colocación de implante 
coclear.

Cabe hacerse mención que la deliberación de la UMAE 
Hospital de Pediatría CMNO es realizada mediante el análisis 
de todas las especialidades implicadas en la revisión de los 
protocolos de estudios de  ******** ******* y no solo 
dependen de la indicación del otorrinolaringólogo como puede 
ser: el Fonoaudiólogo, Paidopsiquiatra, Neurólogo Pediatra, 
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AAA

Infectología Pediátrica, etcétera.”

Argumentos que son infundados.

En primer lugar, es menester recordar que el presente juicio de 

amparo se promueve por los padres de una niña que requiere de un 

implante coclear para el tratamiento de la discapacidad auditiva 

denominada hipoacusia profunda bilateral, pero que, además, padece 

de diversas condiciones neurológicas.

En tal sentido, se debe tener presente que, tratándose de 
niñas, niños y adolescentes, los derechos de protección a la salud 
y a la seguridad social adquieren especial relevancia, máxime 
tratándose de aquellos que sufren de alguna discapacidad, en 

tanto que, al tutelar su interés superior, se impone a todas las 

autoridades el deber de garantizar su protección y materialización 

mediante la realización de acciones concretas que permitan el 

desarrollo integral de la niñez.

De acuerdo con el principio del interés superior de la niñez 

que se tutela en el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como en la Convención sobre los Derechos del 

Niño, todas las autoridades del país, en el ámbito de sus respectivas 

atribuciones, deben establecer los mecanismos necesarios para 

garantizar, hasta el máximo de los recursos disponibles, el derecho de 
niñas, niños y adolescentes que padecen alguna discapacidad a 
gozar del nivel más alto posible de protección a la salud y la plena 
realización de la seguridad social, para lo cual es menester que se 

asegure la prestación de una atención médica integral acorde con su 

condición, a fin de que mejore su calidad de vida y se facilite su 

interacción e integración social para lograr su pleno desarrollo 

individual.4 

4 Consideraciones vertidas en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 60/2023 (11a.) de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “DISCAPACIDAD SENSORIAL 
AUDITIVA. DERECHOS A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD Y A LA SEGURIDAD 
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A tal efecto, se precisan las siguientes directrices que interesan 

para la resolución del presente asunto, las cuales se desprenden de la 

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes5:

• Son niñas y niños, las personas menores de doce años y 

adolescentes las personas de entre doce y dieciocho años. Para 

efectos de los tratados internacionales y la mayoría de edad, son 

niños las personas menores de dieciocho años (artículo 5).6

• Son niñas, niños y adolescentes con discapacidad, aquellos que 

por razón congénita o adquirida presentan una o más 

deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya 

sea permanente o temporal y que al actuar con las barreras que 

impone el entorno social, puede impedir su inclusión plena y 

efectiva, en igualdad de condiciones con los demás. Ante la 

duda, se presumirá que es niña, niño o adolescente con 

discapacidad (artículo 53).7

• El derecho a la igualdad sustantiva de niñas, niños y 

adolescentes, también previsto como un principio rector, significa 

el derecho de acceso al mismo trato y oportunidades para el 

reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las 

SOCIAL DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL ARTÍCULO 42, FRACCIÓN II, DEL 
REGLAMENTO DE PRESTACIONES MÉDICAS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL VULNERA ESOS DERECHOS FUNDAMENTALES AL EXCLUIR DEL 
SEGURO DE ENFERMEDADES Y MATERNIDAD, ENTRE OTROS INSUMOS, LOS 
IMPLANTES COCLEARES. localizable en Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 31, Noviembre de 2023, Tomo III, página 2495
5 Consideraciones que se establecieron en el amparo en revisión 393/2023 resuelto por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión de 6 de septiembre 
de 2023, por unanimidad de cinco votos.
6 Artículo 5. Son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de 
entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. Para efectos de los tratados 
internacionales y la mayoría de edad, son niños los menores de dieciocho años de edad. (…)
7 Artículo 53. Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a la igualdad 
sustantiva y a disfrutar de los derechos contenidos en la presente Ley, la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y demás leyes 
aplicables. Cuando exista duda o percepción si una niña, niño o adolescente es persona con 
discapacidad, se presumirá que es una niña, niño o adolescente con discapacidad. Son 
niñas, niños o adolescentes con discapacidad los que por razón congénita o adquirida 
presentan una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea 
permanente o temporal y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, 
pueda impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás.
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AAA

libertades fundamentales (artículos 6, fracción III y 36).8

• Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más 

alto nivel posible de salud, así como a recibir atención médica 

gratuita y de calidad, conforme a lo previsto en la normativa 

aplicable, a fin de prevenir, proteger y restaurar su salud (artículo 

50).9

• Las autoridades de los tres niveles de gobierno, en el ámbito de 

sus respectivas atribuciones deben, entre otras medidas, 

garantizar el pleno cumplimiento del derecho a la salud, 

atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior de la 

niñez, la igualdad sustantiva y la no discriminación, así como 

establecer acciones afirmativas a favor de niñas, niños y 

adolescentes (artículo 50, penúltimo párrafo).10

Ahora, para atender a los planteamientos formulados por las 

autoridades recurrentes, conviene analizar el contenido del dictamen 

pericial en materia de otorrinolaringología rendido por el perito 

designado en auxilio de las labores del juzgado de distrito.

Del citado dictamen se advierte que el experto explicó, en primer 

término, que la otorrinolaringología es la subespecialidad de cirugía 

que lo capacita para brindar atención y tratamiento médico-quirúrgico 

de pacientes con patologías de cabeza y cuello, considerando que el 

tratamiento de las hipoacusias y la colocación de implantes cocleares 

8 Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta Ley, son principios rectores, los siguientes: 
(…)
III. La igualdad sustantiva.
Artículo 36. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso al mismo trato y 
oportunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales.
9 Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel 
posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y 
de calidad de conformidad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y 
restaurar su salud.
10 Artículo 50. (…) Los Sistemas Nacional y estatales de Salud deberán garantizar el pleno 
cumplimiento del derecho a la salud atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior 
de la niñez, la igualdad sustantiva y la no discriminación, así como establecer Acciones 
afirmativas a favor de niñas, niños y adolescentes.
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son áreas exclusivas del otorrinolaringólogo más que del fonoaudiólogo 

y el audiólogo protésico.

Desarrolló un apartado sobre la forma en que puede verse 

afectada la vida de las personas con pérdida auditiva profunda bilateral 

y la importancia de la rehabilitación del paciente sordo para su 

desarrollo personal, social y académico.

Luego, explicó la hipoacusia (sordera) según el grado y tipo de 

pérdida auditiva, así como el momento de aparición y, expuso que el 

tratamiento actual a la hipoacusia profunda suele ser el implante 

coclear, que es un dispositivo electrónico que se coloca 

quirúrgicamente en el oído interno que tiene la capacidad de 

proporcionar estimulación directa al nervio auditivo y permite la 

percepción del sonido, lo que se traduce en una mejora significativa en 

la calidad de vida de quienes presentan esa condición.

Enseguida, procedió a dar contestación al cuestionario formulado 

por la parte quejosa como a su ampliación propuesta por las 

autoridades responsables: 

SIN TEXTO
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De manera particularmente relevante, el experto concluyó que 

todo infante con hipoacusia profunda bilateral debe ser candidato 
a la colocación de un implante coclear, siempre que no existan 

contraindicaciones médicas específicas, y, con base en el análisis del 

caso concreto, determinó que: “la paciente quejosa ***, es candidata 

a la colocación de implante coclear y debe considerarse para su mayor 

beneficio sea bilateral”. 

Precisado lo anterior, procede analizar los argumentos de las 

autoridades recurrentes, en los que sostienen, esencialmente, que el 

perito omitió realizar un análisis integral de la condición médica de la 

menor, al no considerar diversos antecedentes clínicos, estudios y 

valoraciones multidisciplinarias, así como que, debido a su edad y a los 

problemas neurológicos que presenta, no es candidata a la colocación 

de un implante coclear. 

Este Tribunal estima que, contrario a lo sostenido por las 

autoridades recurrentes, del dictamen pericial no se advierte que el 

experto haya omitido analizar la condición médica de la menor, pues, 

emitió sus conclusiones a partir del estudio realizado a la parte quejosa 

el veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro, tal como se precisa en 

el dictamen; además de considerar los antecedentes médicos 

disponibles y el conocimiento científico especializado en la materia. 

También se observa que dio respuesta puntual a los 

cuestionamientos formulados por ambas partes, incluso aquellos 

encaminados a determinar la existencia de riesgos, contraindicaciones 

y sobre la posibilidad de obtener beneficios del procedimiento.

Asimismo, el hecho de que las autoridades responsables 

hubieran emitido un dictamen técnico en sentido diverso no es 

suficiente, por sí mismo, para desvirtuar el dictamen pericial rendido en 

el juicio de amparo, ya que este último constituye un medio de 

convicción desahogado conforme a las formalidades de ley previstas 
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en los artículos 119 a 124 de la Ley de Amparo. 

En otro orden de ideas, las autoridades recurrentes sostienen 

que la menor presenta diversas condiciones neurológicas, como 

parálisis cerebral infantil, retraso global del desarrollo y corea 

secundaria a encefalopatía por hiperbilirrubinemia; condiciones 

irreversibles que afectan directamente al desarrollo del lenguaje y que, 

a su consideración, no la hacen candidata al implante coclear.

Además, argumentan que la niña quejosa está fuera de la 

ventana de desarrollo del lenguaje al tener 7 años, pues sostienen que 

se ha demostrado que los niños y niñas que reciben un implante 

coclear antes de los 2 años tienen mejores resultados.

Al respecto, este Tribunal advierte que tales afirmaciones versan 

sobre la mayor eficacia del implante cuando se coloca a edades más 

tempranas, así como en el señalamiento de una condición neurológica 

que califican como irreversible; sin embargo, con ello la autoridad no 
demuestra que, en el caso concreto, la colocación del implante 
carezca totalmente de utilidad médica, que su realización esté 
contraindicada o implique un riesgo para la salud de ***, ni que 
sea imposible generarle un beneficio con la cirugía; por lo tanto, 

son insuficientes para revocar la sentencia de amparo recurrida. 

Del dictamen pericial se obtiene que el perito fue categórico en 

señalar que, el hecho no ser un “candidato idóneo” no implica no 
ser candidato en lo absoluto (pregunta 3 del cuestionario), y que 

cualquier paciente que presente hipoacusia neurosensorial 
bilateral profunda es candidato a la colocación de un implante 
coclear (pregunta 4 y 5 del cuestionario), apuntando que a su 

consideración no existen los “no candidatos” y que la elección de un 

“candidato idóneo” únicamente se refiere a la elección del mejor 

candidato entre varios para aprovechar de mejor manera los recursos, 

lo cual es una selección bajo criterios de cada institución de salud. 
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R.A. 500/202534

Aunado a lo anterior, el argumento relativo a que la parte quejosa 

se encuentra fuera de la ventana óptima para el desarrollo del lenguaje 

por tener 7 años tampoco resulta suficiente para negarle el implante 

coclear, pues el perito apuntó que no existe certeza absoluta sobre los 

resultados que puede alcanzar cada paciente y que el implante puede 
generar beneficios funcionales aun en pacientes considerados no 
idóneos; sin que lo anterior se lograra desvirtuar con los argumentos 

de la parte recurrente.11 

Es decir, el hecho de que la niña  *** presente diversas 

características y condiciones neurológicas que le pueden dificultar, en 

mayor medida que a otros infantes, el aprovechamiento de los 

beneficios de la cirugía de colocación de implante coclear; no puede 
considerarse una justificación válida para negarle el acceso a 
dicho procedimiento. 

Por el contrario, debe tenerse en cuenta que el Comité de 

Derechos de las Personas con Discapacidad ha sostenido que "los 

déficits en la capacidad mental, ya sean supuestos o reales" no deben 

utilizarse como justificación para negar los derechos de las personas.12 

De ahí que éste órgano jurisdiccional estima que negar el 

procedimiento a la menor se traduciría en concretar un trato 

discriminatorio.

En ese sentido, como se precisó anteriormente, es deber del 

Estado otorgar el máximo grado de protección y satisfacción de sus 

derechos fundamentales hasta el máximo de los recursos disponibles, 

asegurando la prestación de una atención médica integral acorde con 

su condición, a fin de mejorar su calidad de vida.

Resulta aplicable la tesis 2ª. CVIII/2014 (10ª.) emitida por la 

11 Debe precisarse que al momento de la resolución de este asunto, la niña ya tiene 8 años.
12 Observación general No 1 (2014). Observaciones Generales del Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad.
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Segunda Sala, de contenido siguiente:

“SALUD. DERECHO AL NIVEL MÁS ALTO POSIBLE. ÉSTE 
PUEDE COMPRENDER OBLIGACIONES INMEDIATAS, 
COMO DE CUMPLIMIENTO PROGRESIVO. El artículo 2 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales prevé obligaciones de contenido y de resultado; 
aquéllas, de carácter inmediato, se refieren a que los derechos 
se ejerciten sin discriminación y a que el Estado adopte dentro 
de un plazo breve medidas deliberadas, concretas y orientadas 
a satisfacer las obligaciones convencionales, mientras que las 
de resultado o mediatas, se relacionan con el principio de 
progresividad, el cual debe analizarse a la luz de un dispositivo 
de flexibilidad que refleje las realidades del mundo y las 
dificultades que implica para cada país asegurar la plena 
efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales. 
En esa lógica, teniendo como referente el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 
mental contenido en el artículo 12 del citado Pacto, se impone 
al Estado Mexicano, por una parte, la obligación inmediata de 
asegurar a las personas, al menos, un nivel esencial del 
derecho a la salud y, por otra, una de cumplimiento progresivo, 
consistente en lograr su pleno ejercicio por todos los medios 
apropiados, hasta el máximo de los recursos de que disponga. 
De ahí que se configurará una violación directa a las 
obligaciones del Pacto cuando, entre otras cuestiones, el 
Estado Mexicano no adopte medidas apropiadas de carácter 
legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra 
índole, para dar plena efectividad al derecho indicado”.

Además, debido a la similitud con el caso concreto, es aplicable 

el criterio de jurisprudencia 2a./J. 60/2023 (11a.), de rubro y texto:

“DISCAPACIDAD SENSORIAL AUDITIVA. DERECHOS A LA 
PROTECCIÓN DE LA SALUD Y A LA SEGURIDAD SOCIAL 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL ARTÍCULO 42, 
FRACCIÓN II, DEL REGLAMENTO DE PRESTACIONES 
MÉDICAS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL VULNERA ESOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
AL EXCLUIR DEL SEGURO DE ENFERMEDADES Y 
MATERNIDAD, ENTRE OTROS INSUMOS, LOS IMPLANTES 
COCLEARES.

Hechos: Diversas autoridades del Instituto Mexicano del 
Seguro Social informaron a los padres de un menor de edad 
que no era factible colocarle el implante coclear que requiere 
para el tratamiento de la hipoacusia bilateral profunda que 
padece, dado que el artículo 42, fracción II, del Reglamento de 
Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social 
excluye esa posibilidad. Por tal motivo, los padres del menor de 
edad promovieron juicio de amparo indirecto en el que 
impugnaron esa negativa, así como la constitucionalidad de la 
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R.A. 500/202536

Ley del Seguro Social y del Reglamento citado. El Juez de 
Distrito sobreseyó en el juicio en parte y concedió el amparo y 
protección de la Justicia Federal respecto del acto reclamado; 
inconformes con dicha determinación, la parte quejosa y el jefe 
delegacional de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, en el Estado de Baja California, 
interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que el artículo 42, fracción II, 
del Reglamento de Prestaciones Médicas del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, al excluir del seguro de 
enfermedades y maternidad los aparatos auditivos, implantes 
cocleares, prótesis y órtesis externas, vulnera los derechos a la 
protección de la salud y a la seguridad social de niñas, niños y 
adolescentes derechohabientes de ese instituto, que padecen 
una discapacidad sensorial auditiva.

Justificación: De acuerdo con el principio del interés superior de 
la niñez que se tutela en el artículo 4 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la Convención 
sobre los Derechos del Niño, todas las autoridades del país, en 
el ámbito de sus respectivas atribuciones, deben establecer los 
mecanismos necesarios para garantizar, hasta el máximo de 
los recursos disponibles, el derecho de niñas, niños y 
adolescentes que padecen alguna discapacidad a gozar 
del nivel más alto posible de protección a la salud y la plena 
realización de la seguridad social, para lo cual es menester que 
se asegure la prestación de una atención médica integral 
acorde con su condición, a fin de que mejore su calidad de vida 
y se facilite su interacción e integración social para lograr su 
pleno desarrollo individual. Bajo ese contexto, el artículo 42, 
fracción II, del Reglamento de Prestaciones Médicas del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, vulnera el derecho a la 
protección de la salud, así como el derecho a la seguridad 
social de niñas, niños y adolescentes derechohabientes de ese 
instituto que padecen una discapacidad sensorial auditiva, toda 
vez que al excluir del seguro de enfermedades y maternidad 
los aparatos auditivos, implantes cocleares, prótesis y órtesis 
externas, impide que tales prestaciones se otorguen, incluso, a 
través de otros organismos integrantes del Sistema Nacional 
de Salud y del Sistema de Salud para el Bienestar, mediante la 
celebración de convenios de subrogación, coordinación y 
colaboración. Sin que se soslaye que el Estado debe adoptar 
las medidas que se precisen para lograr progresivamente la 
plena efectividad del derecho a la protección de la salud, hasta 
el máximo de los recursos de que disponga, sin embargo, de 
ello no deriva la posibilidad de que en la regulación de los 
institutos de seguridad social se excluyan, sin justificación 
alguna, prestaciones que se consideren necesarias para el 
tratamiento de las discapacidades.”

Además, constituye un hecho notorio que el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en sesión de cuatro de febrero de dos 
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mil veintiséis, resolvió el amparo directo en revisión 1955/2023, 

donde se analizó el caso de un niño con discapacidad auditiva, en el 

que se demandó a una aseguradora el cumplimiento de un contrato de 

seguro de gastos médicos, así como el pago de una indemnización por 

daño moral derivado de conductas discriminatorias, consistentes en la 

negativa de cobertura de un implante coclear necesario para favorecer 

su audición.

En lo que interesa, el Tribunal Pleno destacó que la falta de 

acceso oportuno a un implante coclear genera mayores afectaciones 

en las infancias con discapacidad auditiva; situación que incide 

directamente en el ejercicio de los derechos de las personas menores 

de edad con discapacidad, particularmente en lo relativo a la 

intervención temprana y su adecuado desarrollo.

De igual forma, se enfatizó que los derechos de las niñas y los 
niños con discapacidad imponen un deber reforzado de 
protección a cargo de todas las autoridades, incluidas las 
jurisdiccionales, lo que implica otorgar una atención prioritaria a los 

asuntos que los involucran, a fin de determinar oportunamente la 

existencia de posibles vulneraciones a sus derechos fundamentales.

En ese contexto, los argumentos de las autoridades recurrentes 

no desvirtúan la obligación reforzada del Estado de garantizar el 
derecho a la salud de la menor, respecto de quien resulta aplicable el 

principio del interés superior de la niñez y la perspectiva de 

discapacidad, lo que impone a las autoridades el deber de adoptar 

todas las medidas necesarias para maximizar su desarrollo integral y 

mejorar su calidad de vida.

Aunado a que las responsables tampoco justifican por qué, aun 

ante la posibilidad de un beneficio parcial, debía negarse de manera 

absoluta el acceso al tratamiento solicitado; siendo que, además, en 

este asunto, deben observarse las siguientes directrices en materia de 
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R.A. 500/202538

salud en relación con el interés superior de la niñez de una infante con 

discapacidad. 

1) Situación de vulnerabilidad interseccional. La 

interseccionalidad es una categoría de análisis, que resulta 

aplicable al presente caso, para referir los componentes que 

confluyen, multiplicando las desventajas y discriminaciones; este 

enfoque permite una perspectiva integral de la realidad que 

experimenta una persona.13

Por su parte, el Comité sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, en la observación general núm. 3 (2016), sobre 
las mujeres y niñas con discapacidad, precisó que la 

“discriminación interseccional”, hace referencia a una 

situación en la que varios motivos de discriminación interactúan 

al mismo tiempo, siendo inseparables;  entre los cuales figuran la 

edad, la discapacidad, el origen étnico, nacional o social, la 

identidad de género, la religión, el sexo, entre otras.

En este asunto, la persona quejosa, además de ser menor de 

edad, es mujer, tiene discapacidad auditiva y diversas afecciones 

neurológicas, resultando innegable que concurren una serie 
de condiciones inseparables que la sitúan en una situación 
de desventaja o desequilibrio en la sociedad.

Asimismo, en los puntos 10 y 13 de la Observación General 

Número 9 –Los derechos de los niños con discapacidad–, 

emitida por el Comité de los Derechos del Niño de la 

Organización de las Naciones Unidas, se subraya que las niñas 
con discapacidad con frecuencia son más vulnerables a la 
discriminación, debido a la segregación por género, y es por 

ello que se pide a los Estados Partes que les presten especial 

atención y adopten las medidas necesarias y, en caso de que 

13 INMUJERES. Glosario para la igualdad. Disponible en: https://bit.ly/39Dpfjo 
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sea preciso, suplementarias, para garantizar que estén bien 

protegidas, tengan acceso a todos los servicios y estén 

plenamente incluidas en la sociedad, para lo cual deberán 

desarrollar y aplicar de forma eficaz un plan de acción que no 

sólo tenga por objeto el pleno disfrute sin discriminación de sus 

derechos, sino que también garantice que un niño con 

discapacidad y sus padres o las personas que cuiden de él, 

reciban los cuidados y la asistencia especiales a que tienen 

derecho. 

2) La protección reforzada al derecho a la salud de las niñas y 
niños con discapacidad. Como se ha mencionado 

anteriormente, el principio del interés superior de la niñez implica 

que todas las autoridades del país, en el ámbito de sus 

respectivas atribuciones, deben establecer los mecanismos 

necesarios para garantizar, hasta el máximo de los recursos 

disponibles, el derecho de niñas, niños y adolescentes a gozar 

del nivel más alto posible de protección a la salud.

 

Tratándose de menores de edad con discapacidad, la 

Suprema Corte ha reconocido que se encuentran en una 

situación de mucho mayor vulnerabilidad, lo que amerita una 

protección reforzada por parte de las instituciones del Estado 

Mexicano.  Precisándose que la protección reforzada en niños 

con discapacidad requiere de la visión integral del derecho a la 
salud, garantizando el nivel más alto. 14

Para ello se debe asegurar la prestación de una atención médica 

integral acorde con su condición, a fin de que mejore su 

calidad de vida y se facilite su interacción e integración 
social para lograr su pleno desarrollo individual.

14 Consideraciones en el amparo en revisión 438/2020, resuelto por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el siete de julio de dos mil veintiuno.
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3) Situación de sus progenitores como personas cuidadoras. 
De los antecedentes relatados se obtiene que la madre de la 

menor se dedica al hogar y al cuidado de su hija exclusivamente, 

mientras que su padre es una persona pensionada.

Es Tribunal estima que al desempeñar labores de cuidado 

primario –entendido como aquel que realiza una persona que, de 

forma cotidiana, atiende las necesidades básicas y psicosociales 

de otra en situación de dependencia–, en donde se sacrifican 

oportunidades sociales, educativas y laborales, las personas 

cuidadoras se encuentran en una situación de desventaja 

estructural no prevista en la ley, lo cual incluso se puede agravar 

cuando confluyen elementos interseccionales.15

Casos como el presente requieren de una especial sensibilidad, 

no solo respecto a la niña con discapacidad, sino también en 

consideración de las personas que se dedican a su cuidado 

primario, porque dicha tarea conlleva limitaciones en el ejercicio 

pleno y efectivo de sus derechos; esto es, menor tiempo para la 

educación y la participación social o dificultades en el acceso al 

mercado laboral, entre otras.

En este sentido, en la medida en que se garantice la protección 

del derecho a la salud de la menor quejosa en su más alto nivel, 

en este caso, con la colocación de un implante que tiene el 

potencial de mejorar su capacidad auditiva, también se 

impactará la calidad de vida de sus personas cuidadoras.

4) Individualidad y derecho a una vida independiente. 
Finalmente, conforme a las consideraciones vertidas al resolver 

el amparo directo 4/2021 por la Primera Sala de la Suprema 

15 Sirve de apoyo el contenido de la tesis II.1o.A.7 K (11a.), de rubro: “SUPLENCIA DE LA 
DEFICIENCIA DE LA QUEJA. PROCEDE EN FAVOR DE LAS PERSONAS QUE 
DESEMPEÑAN LABORES DE CUIDADORAS PRIMARIAS”. Primer Tribunal Colegiado En 
Materia Administrativa Del Segundo Circuito.
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Corte de Justicia de la Nación, debe señalarse que el derecho a 

la vida independiente y a la inclusión en la comunidad implica 

que las personas con discapacidad puedan desarrollar su propio 

proyecto de vida y acceder a los servicios que les permitan 
mejorar su funcionalidad y su interacción social, mediante 

medidas adecuadas a sus necesidades específicas, entre las 

cuales se encuentran aquellas intervenciones médicas que 

contribuyan a mejorar sus capacidades.

En el caso, la menor de edad quejosa, por conducto de sus 

progenitores, ha manifestado su voluntad de acceder a un 
procedimiento quirúrgico que, conforme a la valoración 

médica correspondiente, tiene el potencial de mejorar su 

capacidad auditiva y, con ello, su calidad de vida.

Por tanto, dicha intervención no sólo se vincula con la protección 

reforzada de su derecho a la salud, sino que también constituye 

una medida que abona al respeto de su individualidad y su 

derecho a la vida independiente, en la medida en que puede 

favorecer su autonomía funcional, su comunicación y su 

desarrollo integral. 

De todo lo anterior, se pone de manifiesto que son infundados 

los argumentos de las autoridades recurrentes, en los que sostienen, 

esencialmente, que debido la edad de la niña y a las afecciones 

neurológicos que presenta, no es candidata a la colocación de un 

implante coclear.

En el caso concreto, la provisión del implante coclear representa 

una medida necesaria para garantizar efectivamente su derecho a la 
salud en el más alto nivel, en condiciones de igualdad y 
atendiendo al interés superior de la menor quejosa, por lo que su 

negativa resulta incompatible con los compromisos constitucionales y 

convencionales asumidos por el Estado mexicano.
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Esta conclusión es consistente con el análisis integral de su 

situación de vulnerabilidad interseccional, la protección reforzada que 

exige su derecho a la salud, su condición como niña con discapacidad 

que requiere medidas específicas para favorecer su desarrollo, así 

como su derecho a recibir los apoyos necesarios para alcanzar el 

mayor nivel posible de autonomía, en especial consideración a sus 

personas cuidadoras. 

Así, al no haberse desvirtuado el valor probatorio del dictamen 

pericial ni las razones que sustentan la concesión del amparo, se 

determina que fue correcta la decisión del Juez de Distrito, en el 

sentido de que la negativa de proporcionar el implante coclear vulnera 

el derecho a la protección de la salud de la menor quejosa, 

particularmente atendiendo a su condición de niña con discapacidad.

OCTAVO. Revisión adhesiva. En virtud de que resultaron 
infundados los agravios de la revisión principal, se debe declarar sin 

materia el recurso adhesivo de la parte quejosa, ya que desapareció el 

interés al que estaba sujeto. 

Apoya a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 166/200716 de la 

Segunda Sala del alto tribunal, de contenido:

“REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO INDIRECTO. DEBE 
DECLARARSE SIN MATERIA SI LA REVISIÓN PRINCIPAL 
RESULTA INFUNDADA. El artículo 83, fracción IV, de la Ley 
de Amparo prevé la procedencia del recurso de revisión contra 
las sentencias pronunciadas por los Jueces de Distrito, y en su 
último párrafo establece que en todos los casos a que se 
refiere ese precepto, la parte que obtuvo resolución favorable a 
sus intereses puede adherirse a la revisión principal. Ahora 
bien, si se toma en cuenta que el recurso de revisión adhesiva 
carece de autonomía, al señalar el párrafo indicado que la 
adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste, es 
evidente que, si la revisión principal resulta infundada, aquél 
debe declararse sin materia, por su naturaleza accesoria.”

16 Novena época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Septiembre 
de 2007, página 552.

Z
U

L
M

A
 M

A
R

L
E

N
E

 L
A

R
A

 C
E

B
A

L
L

O
S

706a6620636a66330000000000000000000093d8
05/11/28 13:31:03

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



R.A. 500/202543

AAA

DECISIÓN JURÍDICA

Ante lo infundado de los argumentos propuestos por las 

recurrentes principales, lo procedente es confirmar la sentencia 

recurrida, conceder el amparo a la parte quejosa y dejar sin materia 
la revisión adhesiva. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En la materia del recurso, se confirma la sentencia 

recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a la parte 

quejosa **** ****** ******* ***** y ****** ********* ********* 
en representación de su hija *****, en contra del acto reclamado de 

las autoridades responsables, por las razones y para los efectos 

indicados en el considerando sexto de la sentencia sujeta a revisión. 

TERCERO. Se declara sin materia el recurso de revisión 

adhesiva. 

Notifíquese; y con testimonio de esta sentencia vuelvan los 

autos al juzgado federal, y en su oportunidad, archívese el expediente 

como asunto concluido.

Así, por unanimidad de votos del señor Magistrado Luis Antonio 
Beltrán Pineda (Presidente), así como de las señoras Magistradas 

Mirna Isabel Bernal Rodríguez y Nínive Ileana Penagos Robles; lo 

resolvió en sesión ordinaria virtual el Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, siendo ponente el primero 

de los nombrados.

Z
U

L
M

A
 M

A
R

L
E

N
E

 L
A

R
A

 C
E

B
A

L
L

O
S

706a6620636a66330000000000000000000093d8
05/11/28 13:31:03

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



R.A. 500/202544

Firman electrónicamente el Magistrado y las Magistradas, ante la 

Secretaria de Tribunal Zulma Marlene Lara Ceballos, que autoriza y 

da fe. 

MAGISTRADO PRESIDENTE Y PONENTE

(FIRMA ELECTRÓNICA)

LUIS ANTONIO BELTRÁN PINEDA.

MAGISTRADA

(FIRMA ELECTRÓNICA)

MIRNA ISABEL BERNAL RODRÍGUEZ.

MAGISTRADA

(FIRMA ELECTRÓNICA)

NÍNIVE ILEANA PENAGOS ROBLES.

SECRETARIA DE TRIBUNAL

(FIRMA ELECTRÓNICA)

ZULMA MARLENE LARA CEBALLOS.

EN LA SESIÓN CELEBRADA EN ESTA FECHA SE APROBÓ 
POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PROYECTO FORMULADO 
POR EL MAGISTRADO PONENTE, EN EL SENTIDO DE: EN 
MATERIA DEL RECURSO CONFIRMA Y AMPARA. SIN 
MATERIA REVISIÓN ADHESIVA. CONSTE.- 
CIUDAD DE MÉXICO, A CINCO DE MARZO DE DOS MIL 
VEINTISÉIS.  
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R.A. 500/202545

AAA

ZULMA MARLENE LARA CEBALLOS, SECRETARIA DEL QUINTO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO, HACE CONSTAR QUE EL PRESENTE 
ASUNTO SE TERMINÓ DE ENGROSAR EL DIEZ DE MARZO 
DE DOS MIL VEINTISÉIS.- CONSTE.

Se hace constar que la presente foja forma parte de la sentencia de fecha cinco de marzo de dos mil veintiséis, 
dictada en el amparo en revisión R.A. 500/2025.- Conste.

Se giraron los oficios 3746, para notificar la resolución que antecede. Conste.
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

145333555_0045000038997086011.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 4

FIRMANTE
Nombre: ZULMA MARLENE LARA CEBALLOS Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.93.d8 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/03/26 16:23:20 - 10/03/26 10:23:20 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

3a 39 ad d2 c4 ff 1f 45 97 4d c9 a9 3a 39 2e 4d
1f 4c ca 69 53 99 c5 38 07 c8 6e a4 b5 59 4a 7f
df 6a f9 35 fe 73 04 00 8c 28 3d 8e 03 77 ce fe
4a 04 30 e2 e0 55 10 45 e1 9e ff cb 92 03 f8 78
b8 df 3c d9 7f 1e e2 b4 e1 9b a6 bb 98 c3 82 30
cc f6 9c 7c 24 f1 8a 3e 3b 34 15 f5 39 ea a2 f9
68 80 8a 52 d3 2c c2 10 8f 83 ba 81 d5 c0 e7 7a
10 2a 90 aa 93 73 6f d0 92 83 a6 08 58 2d 82 01
eb a8 91 c3 9f b8 38 96 71 6a 17 b4 a2 03 0c ee
89 d0 44 90 59 85 7f 37 2b df dd 20 4f 6d d3 59
46 77 10 98 b2 c3 4a 56 b4 ec 1d 0c 50 04 32 15
e2 bd b5 66 4a 60 6a 4d e0 3a 19 86 d2 37 9c 12
03 fd b1 3f cd 13 ca fe 5c 2c eb 3d 3e 7b 49 54
7c 62 0c 49 41 94 86 2f 26 e6 e4 11 c5 ec 92 23
51 97 2f 43 b5 62 33 d6 8d 73 55 7e 38 9f 2c a6
2b bc 7e aa 13 2e 37 2d 06 ac 44 d2 74 72 48 a9
bd fc 2f bf ce e4 b8 aa 95 64 2e d6 13 d5 64 f5
02 bd 20 23 d8 01 2e 07 ba 88 b7 c4 97 86 af 11
d3 ac e7 fa d1 41 f7 f3 7e d9 77 b7 52 8a ba 38
c8 3f a0 26 91 f7 9d df 79 92 ec 7b b2 15 0b 9b
ec a2 71 92 a4 0a 6a 54 02 de 84 fb 93 5f 3c 66
8f be 47 1f cf e4 9e 06 ff 5c 57 eb cb 1a 7b 43
79 10 d3 52 a0 36 68 e1 6c 9d 52 e0 a4 83 ef e1
de 4d 31 fa 86 df ea 0a d2 72 23 43 1c 20 a4 ad

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/03/26 16:23:20 - 10/03/26 10:23:20

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.93.d8

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/03/26 16:23:20 - 10/03/26 10:23:20

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 126021858

Datos estampillados: kZ4RsQu9eaefEfPbZZWU/wqLFSw=
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FIRMANTE
Nombre: LUIS ANTONIO BELTRÁN PINEDA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.e7 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/03/26 17:04:59 - 10/03/26 11:04:59 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

79 a7 bb b4 f3 c1 8a bd a2 a3 a6 39 a0 2a 61 40
e8 04 0b b9 48 d5 f8 ca ae 90 02 0d bb a3 92 03
90 ac b5 fb 3b d6 09 c5 be 50 26 fb 81 4e ad ca
4c 39 12 71 d3 16 2b f8 36 3d c2 79 e8 98 3f ba
3a 57 fd 73 0f 40 1f 9b cb ca ad b9 d2 d1 4a 76
fd 73 74 1f 0a 9c 0b f7 75 78 cd 23 34 1c 40 8b
d9 45 fd dc 21 90 d5 e4 1e 41 4e e2 a4 7d e4 fd
c0 5a 01 d9 7f 4b 73 a0 57 6f a0 b9 27 b6 1b 74
66 35 31 20 ec 84 11 c8 2b f8 03 85 57 7d 79 db
c4 ac d9 0f 8d b9 58 98 67 65 29 bb f4 8a 62 39
51 88 08 67 83 3d 46 7d 17 1a 9c 14 f0 e5 be d1
cb 7d ac 62 ca 15 9b 15 05 88 22 3a 46 62 a5 bb
67 e0 bf f5 5e 89 dc 82 3f 01 cc f1 2b 89 38 47
f1 53 01 4e 4e d9 b0 48 6d 7c 28 e8 6b 4f 40 bf
11 91 ca ef 93 21 83 6d cd ad 16 57 f8 0d 21 11
79 36 8c 9c 54 9d 5f ed 3f 47 f7 f9 1e d0 2e 6b

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/03/26 17:05:00 - 10/03/26 11:05:00

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.e7

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/03/26 17:05:00 - 10/03/26 11:05:00

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 126070461

Datos estampillados: izq2uGA8iP3DtuZ2HcyraydFmGo=
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FIRMANTE
Nombre: NINIVE ILEANA PENAGOS ROBLES Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.08.cd Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/03/26 17:05:01 - 10/03/26 11:05:01 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

1b 2a a1 c0 c3 58 a7 8b 93 25 80 ae 84 97 24 11
87 bf 81 54 18 88 e4 fb 0a fd ea be a0 2a 85 69
e1 50 12 2a 71 7f eb 6f f7 1a e1 f3 56 57 a9 0c
38 db 04 93 49 5a 89 b0 4e 5f 3a 5a dc 55 a8 ff
63 5f 53 33 89 f4 73 9a 4f fd 58 b9 6d 33 c9 e4
8d 29 f9 c8 61 a6 ad 18 89 db ed db dc 3e 08 a7
22 cd 32 c5 39 94 e9 2e 0d 85 c8 ee 9e c3 8a f0
46 25 b6 f5 35 29 c9 aa c4 45 27 4d b4 18 ac 53
7d 98 d2 1a 7a a3 8c 5c 61 80 56 5f cc 96 c3 0a
f1 7e ec 32 dc 3d c7 cc f1 da 13 f4 a3 78 d1 04
68 db 44 b0 66 a6 e6 89 6d 96 e1 af 9f 39 96 03
a4 45 9c b8 2a 9d 69 89 6b 33 08 84 2a 04 75 57
f9 23 e8 81 c4 7c 12 ca 8a 2a ab 55 e3 7e e9 cd
2a 6b 52 9d b4 8a b0 6a d8 c6 ab bb ee ef 57 27
11 cf ea 08 4b b4 42 5d 19 34 a5 bc c0 75 d8 3d
1d ec 56 fc 21 8c be e9 dd ea 29 bb cd 97 9d b7
d5 ad 70 99 c5 e0 1a 3d 9b 7b dd 83 5f 71 37 a0
6f 31 59 c9 13 0c eb f0 73 56 37 64 08 b5 62 91
a9 47 17 d4 e6 fe a7 e1 4c 00 dd ca 5b 5b fa 65
7b 01 6e 8c c5 63 e6 18 f1 9c 21 e2 c5 d5 a7 3c
38 3b a9 38 24 f4 fd c2 b6 c7 93 20 da f5 a5 a4
69 9e c3 6d 4d 61 4d 23 25 a9 12 b2 bc 71 55 11
b8 7f 59 c1 25 0d 36 76 09 31 e9 3c 7e aa 09 b0
a2 3c 1e 0b fc de 75 1f 1c 16 75 8e c0 c4 da 73

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/03/26 17:05:01 - 10/03/26 11:05:01

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.08.cd

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/03/26 17:05:01 - 10/03/26 11:05:01

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 126070478

Datos estampillados: X4cHndgvoQ2Eet5Dygrsg0zc3bY=
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FIRMANTE
Nombre: MIRNA ISABEL BERNAL RODRIGUEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.0e.a3 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/03/26 17:10:42 - 10/03/26 11:10:42 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

9c 9d 77 c4 5b ef 68 f2 db 8c ba e8 b1 a2 14 d3
ac 2f 42 38 23 c4 62 af 15 d9 67 e2 91 d2 80 1c
95 03 b0 f5 32 58 10 9a 99 b0 ab 5d 7f 9b 97 d5
a2 5f 47 f3 98 30 01 e5 6b 19 89 6d 7e a1 f1 c9
34 74 51 46 23 c4 4f e5 e3 b8 49 6b f4 d1 f9 af
20 5f 34 00 d1 29 8f 16 92 ec 28 93 8f b0 77 e8
43 83 b2 8e 50 4f dc 55 44 a3 7f d4 ca 14 33 56
d6 b3 56 4b 14 25 1c 0c 6d 4c b4 31 2e 9e a6 95
82 96 8b ff d1 11 e7 ab cb f6 cb 8a 3f a6 be e4
ab 1a d4 c2 c8 a9 3b 3a 98 67 e5 3b 12 32 a1 1a
99 81 9d 29 74 1d de e7 a7 ce 18 fa 07 32 ee 34
c0 48 c2 c6 66 75 be 8a b2 c7 5d e7 29 6f 25 a6
a6 7b 9b 9e 2d 0d ff 10 c4 18 a7 e4 d7 87 a3 84
03 51 a3 3c f0 6d 8f ef c5 9d b7 96 52 a3 49 f1
f0 dd 40 2f 0c 01 ae 5e 78 27 b2 91 7e 3f 05 fc
28 0d c3 d0 c3 ab 6c bc f9 0b 05 02 aa b0 00 a8
89 22 2d 88 b2 b3 1d 5f 04 13 29 55 5d 78 17 0f
86 00 ee 4a 1f 58 0d 15 69 01 f0 0e 82 4f 5b ca
76 26 96 c9 a1 70 24 2b 4b 7f 50 65 0e e6 ec e1
6b 3b 9c 5d 65 15 fb c2 c7 f3 a2 8f 39 13 18 93
77 a3 a1 bc d0 08 5c d2 a8 70 df 89 b7 02 df ac
fb 07 d4 94 33 dd 6e ba 16 b3 18 47 62 7c 74 b3
36 10 16 01 bc b7 7c 98 bc cf 07 1a 3e 7c 2a c0
f9 2d 32 84 14 c5 af 29 81 a0 53 27 c6 7f 24 10

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/03/26 17:10:43 - 10/03/26 11:10:43

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.0e.a3

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/03/26 17:10:43 - 10/03/26 11:10:43

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 126077410

Datos estampillados: 7ZfAtHQXytVA5E5oD8p6aSOmOPc=
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aEl diez de marzo de dos mil veintiseis, la licenciada Zulma Marlene Lara

Ceballos, Secretario(a), con adscripción en el Quinto Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Primer Circuito, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


